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MILICIAS CÍVICAS, CELADORES DE POLICÍA, Y CUARTELES NUMERADOS EN QUERÉTARO, MÉXICO (1824-1838)

Milicias cívicas

Una vez lograda la Independencia nacional se hizo necesario reorganizar al país en muchos aspectos, uno de ellos fue la tranquilidad social. En Querétaro, de 1824 a 1838, se dieron varias formas de organización. Desde las propuestas por el gobierno general, para defender a la nación, hasta la creación de cuarteles numerados, para mantener la paz en las calles de la ciudad.

El 4 de marzo de 1824 el Congreso Constituyente de Querétaro decretó el establecimiento de la Milicia Nacional en todo el estado. Ésta conforme a las disposiciones del gobierno general. El reglamento de dicha milicia había sido sancionado por el Soberano Congreso en México el 3 de agosto de 1822, y repetido el 8 de abril de 1823. 

Posteriormente el 13 de marzo de 1824 se dio en Querétaro la orden para que el ciudadano Felipe Codillos, “comandante accidental de la Milicia Activa” llevara a cabo el alistamiento de la gente voluntaria para conformar dicha milicia, y tomando en consideración de que no se diera el número suficiente para conformarla, el Congreso decretó el 6 de mayo que se llevaría a cabo un sorteo, de acuerdo al decreto de 1767, quedando exentos de participar en él –entre otros– los trabajadores de las minas, los de labor, y los de ciencias y artes. Se decía que entrarían al sorteo los que no tuvieran ocupación útil personal por no saber oficio o por no tener en qué ejercitarlo, así como que las personas privilegiadas en el gobierno anterior “y que vulgarmente se les llamaba decentes, con abuso de la ley” serían parte del sorteo. También se informaba, por decreto del 3 de junio, que el “ponerse” en actual servicio en la milicia activa del estado no causaría vacante de los empleos municipales, pero sí una excepción temporal mientras se estuviera sirviendo con las armas.

Es interesante observar que el 27 de agosto el Congreso dio la orden de que la asignación del “cupo” a las municipalidades no se haría conforme al censo del año 1793, sino según el número de la población del año 1824; además, que el número de ciudadanos que se hubieran inscrito voluntariamente en la milicia activa no serían estimados como parte del cupo de la municipalidad de que fueran vecinos.

Posteriormente se facultaría al Gobierno para que dictara las providencias convenientes para “colectar el cupo de hombres para reemplazos del ejército”. Esto porque el Gobierno de Querétaro tenía que “entregarle” dichos hombres el 31 de octubre al Comandante General del estado, de acuerdo al “celo y patriotismo” del gobernador. En el mismo documento se informaba que el gobernador debería promover activamente la aprehensión de desertores. Con esto, el 27 de agosto, el Congreso del estado de Querétaro facultaba al Gobierno del estado para que éste creara la Milicia Activa.  

Lo anterior no significaba que el Gobierno del estado estuviera a cargo de todas las acciones, ya que los jefes políticos y los alcaldes constitucionales deberían resolver las dudas que se suscitaran sobre los posibles exentos de participar en el sorteo. Esto de acuerdo al decreto del 27 de octubre del mismo año de 1824. En éste se mencionaba que estaban exentos todos los estudiantes aunque no estuvieran matriculados en los colegios y los conventos del estado, así como los individuos dedicados a las ciencias que se encontraran en esos establecimientos seis meses antes de la publicación del sorteo. También se informaba que estaban exentos los fabricantes de lana y algodón.  

Cuatro años después, el 29 de diciembre de 1827, el Gobierno del estado de Querétaro publicó la Ley sobre arreglo de la Milicia Nacional Local sancionada por las Cortes Generales. Esta ley le fue comunicada al gobernador por medio del Ministerio de Relaciones. En ella se afirmaban –entre otras cosas– que todo mexicano estaba obligado a concurrir a la defensa de la Patria, cuando fuera llamado por la ley; que dichos individuos conformaban la Milicia Nacional Local; que dicha milicia estaba sujeta respectivamente a los gobernadores de los estados y al presidente de la República; que la milicia estaba obligada a sostener la Independencia nacional y la Constitución de la República, así como a escoltar los reos y los caudales de públicos de la federación en donde no hubiera tropa permanente o activa sobre las armas, hasta el punto donde hubiere guarnición. Se decía que esta milicia estaba formada por infantería, artillería y caballería. También se decía que cuando hubiera fiestas nacionales la Milicia Local ocuparía el puesto siguiente a la milicia permanente, prefiriéndose ésta cuando llevara estandarte y la primera no.

A pesar de que esta ley era general para todo el país, cada estado podía hacer los cambios que considerara necesarios y que no alteraran el sentido de dicha ley. En el caso de Querétaro se hicieron algunos cambios. Así, por decreto del 1º de septiembre de 1829, se dijo que no se admitirían en la milicia cívica a los empleados del estado, aún cuando ellos quisieran unirse a ésta voluntariamente. En el mes siguiente, el 29 de octubre de 1829, el gobierno de Querétaro publicó las Adicciones y reformas hechas al reglamento de 4 de octubre de 1828. Entre otras cosas se decía que todo queretano de la edad de diez y seis años hasta de cincuenta estaba obligado a servir a la milicia nacional local, por lo que debería tomar las armas cuando lo llamara el Estado. Se mencionaban las penas a que se harían acreedores por faltas. Un ejemplo es el que los oficiales, sargentos y cabos que toleraran en el cuartel “juegos y otros desórdenes” sufrirían hasta quince días de arresto.

Posteriormente, el 18 de marzo de 1830, el Congreso de Querétaro por medio de un decreto derogó las reformas del reglamento de milicia cívica del 4 de octubre de 1828, con lo que el gobernador, conforme a la población de cada distrito, designaría la fuerza y arma que le correspondería, subdividiéndola en la misma proporción entre sus municipalidades. A su vez el ayuntamiento de cada municipalidad, con asistencia del prefecto respectivo, procedería a sortear los individuos de su cupo. No se admitirían voluntarios al servicio de la milicia local, y los que estuvieran en esa situación serían reemplazados en un nuevo sorteo. En otro decreto, del 20 de marzo de 1830, se declararon nulos los nombramientos de jefes, oficiales, sargentos y cabos de la milicia cívica verificados sin las formalidades que se requerían para tal efecto en 1828. Días después, el 23 de marzo de 1830, también por decreto, se dijo que el gobierno de Querétaro pagaría de los fondos del estado la milicia cívica que estimara conveniente poner sobre las armas en servicio activo. En otro decreto, del 24 de mayo del mismo año, el Congreso autorizó al gobierno para que gastara la cantidad de seiscientos cincuenta pesos en la recomposición de armas para la milicia cívica. Esto es interesante si tomamos en cuenta que el 11 de junio el mismo Congreso decretó que el gobierno podía gastar seiscientos setenta pesos en la construcción de instrumentos de seguridad, y utensilios necesarios para que se hiciera efectiva la pena de los sentenciados al servicio de obras públicas. Es decir, se asignaba más dinero a la protección interna del estado.

Para el 10 de agosto de 1830 el Congreso del estado dejaría claro los demás cambios que se darían en Querétaro con respecto a la Milicia Cívica. Dijo que la Milicia Local del estado se compondría de un batallón de infantería, dos escuadrones de caballería y una compañía de artillería. También que la fuerza que correspondiera a cada municipalidad sería según su población, y sería organizada por los ayuntamientos por uno de los métodos siguientes: primero, el de orden alfabético en nombres y apellidos; segundo, por orden de mayoría de edad; tercero, por el que mandaba el reglamento de milicia del 4 de octubre de 1828. Se decía que además de los exentos de participar en dicha milicia, quedaban también excluidos los siguientes: 1) el hijo que mantuviere a su padre sexagenario o impedido, o madre viuda; 2) los que no ganaran más de dos reales diarios; y 3) los sirvientes asalariados que no pasaran de cuatro pesos mensuales, sin incluir la ración.

Celadores de policía 

Con el fin de mantener la paz en la ciudad, el Congreso de Querétaro creó por decreto el 29 de marzo de 1830 un cuerpo de celadores de policía en la capital del estado. El número de la fuerza podía ser de hasta doscientos cincuenta hombres. Los celadores eran nombrados por el Ayuntamiento y aprobados por el Gobierno. La obligación que tenía dicho cuerpo era auxiliar a las autoridades encargadas de conservar el orden y la tranquilidad pública. Los miembros que lo conformaban eran ciudadanos y vecinos de la capital en ejercicio de sus derechos. En el decreto se decía que los milicianos cívicos y los exceptuados para tal misión no estaban obligados al servicio de celadores. El tiempo de servicio que duraba el cuerpo era de un año, renovándose cada seis meses. 

Posteriormente, el 28 de julio del mismo año, el Congreso decretó crear un cuerpo de celadores de policía montados por ocho meses. Este cuerpo se componía de un cabo primero, y hasta cuarenta y ocho celadores, según estimara conveniente el Gobierno.

El primero cobraba un sueldo de treinta pesos mensuales, el segundo, veinticinco, y cada celador cuatro reales diarios, siendo de su cuenta el costo del caballo, su manutención y montura, para lo cual se abonaba a cada uno cuatro pesos mensuales.

Respecto a las armas el decreto menciona que se habilitaba a los cabos y celadores de sables y carabinas pudiendo llevar pistolas el que quisiera. Las obligaciones que tenían consistían en perseguir a los ladrones dentro y fuera de la capital, así como cuidar de la seguridad y la tranquilidad pública de la calle. Los celadores podían aprehender a los ladrones y “perturbadores” de la tranquilidad pública, haciendo uso de las armas si era necesario, no sólo para su defensa personal sino también para perseguir a los delincuentes.

El decreto describe que los vecinos deberían pagar el costo del cuerpo. También menciona que abriría una “suscripción voluntaria entre los vecinos pudientes” de la capital para que contribuyeran con lo que les dictara “su patriotismo”.

Es interesante mencionar que los celadores de policía estaban exentos de las cargas municipales y del servicio de la milicia cívica, además dependiendo de su “buen porte”, o buen desempeño, serían tomados en cuenta para “obtener destino”, o carrera profesional en el estado.

Los celadores de policía usaron chaqueta de color azul celeste, con vueltas y collarín verde y vivos encarnados. El uniforme era costeado a sus expensas. 

Cuarteles numerados 

Años después, en 1837, el Congreso de Querétaro por medio de decreto dividió a la población en cuarteles numerados, y cada cuartel en calles. Los regidores se repartían el cuidado de uno o más cuarteles según el número de cada uno. Advertía que en los puntos en donde no había ayuntamiento serían los jueces de paz los responsables de cumplir el reglamento.

La organización de los cuarteles era de la siguiente manera. Cada cuartel tenía dos vigilantes, que eran vecinos del lugar, los cuales eran nombrados por el regidor y posteriormente los aprobaba el prefecto. Cada uno se encargaba de la vigilancia de la mitad del cuartel.

En cada cuartel había un ayudante nombrado por el vigilante del cuartel, el cual estaba subordinado a éste, quien tenía que ser aprobado por el regidor o juez de paz. Y podían ser relevados de su cargo a juicio del regidor, juez, prefecto, o subprefecto sin que hubiera “expresión de causa”. 

Es interesante notar que para realizar tales nombramientos se tomaba en cuenta que la elección cayera en personas de “conocida aptitud”. El regidor o juez se entendía únicamente con el vigilante del cuartel, y éste con los ayudantes de sus calles.

Las obligaciones del ayudante de calle eran las siguientes: primera, tomar cada seis meses, o cuando el subprefecto lo dispusiera, “una noticia circunstanciada de todas las personas que vivían en su calle, su nombre, edad, estado civil, sexo, y oficio”; segunda, estar pendiente de cualquier novedad que ocurriera en la calle, y participar inmediatamente al vigilante del cuartel; tercera, “tener gran cuidado de las personas que se muden de su calle”, dando parte en el acto al ayudante de la calle a donde se muden, “con expresión de su nombre, edad, sexo, modo de vivir, y muy principalmente la conducta que guardaron en el tiempo en que vivieron en la calle de su cargo”, y para que esto se llevara a cabo, las personas de una calle no se podían mudar si no avisaban antes al ayudante a donde se iban a ir a vivir; cuarta, dar parte de los que se mudaran a su calle al vigilante del cuartel, con los datos antes mencionados, para que esto se llevara a cabo, los dueños de las casas, cada vez que las arrendaran, tenían la “estrecha obligación” de participar al ayudante de la calle a quien la habían arrendado, para que quedara asentado en el padrón. Cada vecino, por su parte, debía dar parte de las personas que recibiera en su casa y que permanecieran en ella por más de cinco días, avisando el mismo día en que salieran de ésta, de no hacerlo eran considerados responsables de cualquier daño que sobreviniera a causa de no haber avisado a tiempo; quinta, participar al vigilante de cuartel si en su calle había “sujetos sospechosos, vagos, o si se reunían en algún punto gran número de personas, en alguna casa, todos los días, o durante algunos de la semana”, estas partes debían darse cada semana, los días lunes, al prefecto o subprefecto, o cuando éstos lo pidieran; sexta, dar cuantas noticias se pidieran sobre los particulares de su obligación.

Había obligaciones que compartían tanto los vigilantes de cuartel como los ayudantes de calle, estas eran las siguientes: primera, aprehender en el acto a todo malhechor, poniéndolo a disposición del juez competente, y en caso de heridas, robo, o de otro accidente grave, cuidarían de que los pacientes fueran atendidos física y espiritualmente; segunda, cuidar con gran atención de que se observaran en sus cuarteles y calles, los bandos o comunicados de policía que se promulgaran. 

Por su parte, el vigilante de cuartel tenía la obligación de informar al regidor o al juez las “ocurrencias de su cuartel”. A su vez, el regidor o juez debía informar al prefecto o subprefecto de lo que le informara el vigilante. Por último, el prefecto comunicaba al gobierno lo sucedido.

Como podemos observar, tanto las milicias cívicas, como los celadores de policía, y los cuarteles numerados cumplieron un papel significativo en Querétaro. Los tres fueron producto de formas de organización para mantener la paz y el orden necesarios en un país que acababa de nacer a la vida independiente, así como en una ciudad que buscaba seguir manteniendo la paz y el desarrollo que le eran característicos. Cada uno sirvió en su momento para que a nivel externo como interno en Querétaro se diera un clima de paz relativo, pues las distintas guerras, así como las asonadas y pronunciamientos tenían en constante jaque a la población y a sus gobernantes.      
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